Participación de las empresas en la gestión ambiental

1. Evolución de las políticas ambientales
En el transcurso de las últimas décadas, desde la reunión de Estocolmo al presente, la preocupación por los efectos negativos del crecimiento económico ha sido objeto de multiplicidad de reuniones, estudios y convenios internacionales y, también, del posicionamiento de los gobiernos, de la sociedad y de los empresarios (Ver cuadro 1). 

Esta evolución significó el reconocimiento de que la humanidad no debía considerarse como enfrentando la tierra, ejerciendo, a su arbitrio, su dominio sobre ella, despreocupándose de las consecuencias de sus razones en la creencia que los conocimientos y las tecnologías evolucionarían de manera a poder reparar, en el futuro, los efectos negativos de su crecimiento económico y mantener el mismo. Quizás, y aunque hoy parezca una verdad reconocida y una frase repetida, la síntesis de aquella evolución conceptual esté contenida en esta frase de Caldwell (1984): “El mundo es la Tierra, más la Humanidad, más los cambios realizados por la Humanidad” (ver Cuadro 2). 

Esta preocupación quedó plasmada en una de las grandes discusiones de la década de los setenta
: la del Club de Roma y la Fundación Bariloche. Ambos modelos se gestaron en un periodo en el cual la economía mundial había sufrido las primeras crisis energéticas de la historia contemporánea.

El Club de Roma impulsó las conclusiones del Informe Medows el que se basó en determinar los posibles límites al modelo de desarrollo vigente; en la práctica, los “Límites del Crecimiento”. Sobre la base de considerar cinco “factores críticos” (crecimiento de la población, producción de alimentos, industrialización, agotamiento de recursos naturales y contaminación), el Informe establece que dos de ellos (crecimiento de la población e industrialización) representan circuitos positivos que retroalimentan el sistema llevando el mismo al agotamiento de la capacidad de carga de la Tierra y al colapso. 

El modelo asume que, en el momento en que fue realizado, los límites de crecimiento eran, fundamentalmente, físicos, y que, por lo tanto, la solución de la crisis y el colapso, que presumía en el mediano plazo, era que la humanidad alcanzara un estado de equilibrio. Estado de equilibrio que, según proponían, debía basarse en el crecimiento cero. En la práctica, el crecimiento cero significaba: 

i. estabilizar la población; 

ii. reducir el consumo de recursos por unidad de producto industrial; 

iii. orientar las preferencias económicas de la sociedad hacia educación y el mejoramiento del sistema de salud y menos hacia bienes industriales; 

iv. reducir la contaminación por unidad de producto industrial y agrícola; 

 v. desviar capital hacia la producción de alimentos aún cuando fuera una acción antieconómica; 

vi. emplear el capital agrícola para dar alta prioridad al enriquecimiento y la conservación del suelo; 

vii. aumentar el periodo de vida media del capital industrial. 

A manera de análisis crítico del modelo podríamos decir que: 

 i. la visión del modelo es tecnocrática y unitaria, y asume la continuidad y, cuando corresponde, la imposición de un patrón de desarrollo basado en un modelo hegemónico, y no se consideran los valores culturales diferentes; 

ii. el modelo lleva a suponer un “sacrificio” global independientemente del nivel de desarrollo alcanzado y del nivel de responsabilidad sobre el estado de  situación que propone revertir;

iii. otorga escasa importancia al desarrollo de conocimientos e innovaciones tecnológicas en la solución de muchos de los problemas enunciados. 
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La Fundación Bariloche asume, en respuesta, la confección de un modelo Mundial Latinoamericano. Este modelo parte de asumir que el deterioro del ambiente y de los recursos naturales no se debe a las limitantes físicas ni son la consecuencia inevitable del desarrollo humano, sino a la tendencia “contraecológica del sistema productivo prevaleciente” y al “sobreconsumo” de los países desarrollados y de sectores de la sociedad de los países en vías de  desarrollo. En este contexto, asume que las limitaciones al desarrollo de la humanidad a largo plazo son, principalmente, sociopolíticas en razón de la distribución desigual del poder dentro de cada país y entre los países. Y, además, considera que las previsiones catastróficas del futuro surgidas de “otros modelos” (o sea, el del Club de Roma) eran, ya en ese momento, la realidad cotidiana en muchas regiones y afectaba a amplios sectores sociales, incluyendo los efectos del “subconsumo” como causa de la miseria y la pobreza extremas. 

Sobre la base de una propuesta -Modelo Social- de una sociedad basada en la igualdad y en la participación, realiza y ejecuta un modelo cuyas premisas están centradas en la satisfacción de las necesidades básicas considerando aspectos fundamentales (alimentación, educación, vivienda, bienes de capital y otros servicios, bienes de consumo). En forma concurrente, desarrolla y ejecuta un submodelo relacionando las variables demográficas con las sociopolíticas. 

El Modelo propone que:

i. el control del crecimiento de la población debe ser asumido como consecuencia de la mejora de las condiciones de vida; 

ii. no se debe plantear el progreso de los países subdesarrollados como copia del estilo propio de los países desarrollados; 

ii. las políticas de conservación de los sistemas naturales y de reducción del consumo de los recursos naturales no podrán ser efectivamente ejecutadas hasta lograr niveles de vida aceptable para todos los seres humanos; 

iii. los países desarrollados deben disminuir su tasa de crecimiento económico. 

Finalmente, y manera de conclusión, el Modelo Mundial Latinoamericano comprueba que los obstáculos al “desarrollo armónico de la humanidad” no son físicos ni económicos sino esencialmente sociopolíticos. 
El desarrollo conceptual en materia ambiental iniciado en la década de los setenta fue importante. Es posible, y necesario, considerar la cuestión independientemente de los resultados concretos alcanzados en cuanto a la finalidad última de las cuestiones analizadas y discutidas: la sustentabilidad del desarrollo. Esta claro, la tendencia a la insustentabilidad no ha declinado en forma sensible. Bastaría, para comprender lo antes dicho, evaluar las conclusiones de la reunión de las Naciones Unidas en el 2002 conocida como “Río más 10”, es decir, diez años después de la Eco´92 realizada en Río de Janeiro, en la que se analizó el cumplimiento de los compromisos asumidos por los países. No sólo se consideró el agravamiento de la situación ambiental mundial sino que, además, se asumió que la tendencia de las causas de dicha situación no se mostraba declinante. A esta conclusión se puede llegar, también, si se evalúa lo sucedido en el marco de los convenios internacionales; por caso, el cumplimiento deficiente de las metas propuestas en el Convenio de Cambio Climático, incluyendo la renuencia de algunos países de suscribir el mismo.

Más grave aún, el modelo general de apropiación de los recursos naturales no ha cambiado; sigue operando en escala global y en muchos casos, impulsado por mecanismos del mercado financiero que participa de actividades productivas como minería y combustibles incluyendo biocombustibles. De hecho, continúa vigente el consumo como motivación social, a pesar de que muchos estudios demuestran la imposibilidad de extender los niveles de consumo logrados por los países desarrollados y por sectores de los países en vías de desarrollo a la totalidad de los habitantes de la Tierra; a pesar de que dichos niveles exceden las necesidades de una vida digna; a pesar de que implican, también, por parte de un sector social, utilizar excesivamente, degradar y dilapidar recursos comunes a todos como el aire y el agua, y alterar servicios naturales como es el caso de la alteración del Efecto Invernadero, de hecho un servicio de la naturaleza que hace posible la vida sobre la Tierra.

Ello no implica desconocer cambios que aportan a la tendencia de establecer nuevos patrones de desarrollo. Por caso, estos cambios son crecientemente implementados en muchos países desarrollados. Aunque, en el balance ambiental general, los países antes mencionados, en particular los EE.UU. y, también muchos países en situación de desarrollo, siguen basando el mismo en la tendencia creciente de uso de combustibles fósiles y de recursos no renovables. Por caso, en referencia a la tendencia a suplantar los combustibles fósiles por biocombustibles de origen agrícola, son muchas las voces generales y de personas específicamente capacitadas en cuestiones ambientales que sostienen que sólo se trata de un paliativo al creciente consumo de combustibles fósiles. No sólo eso, muchos de los países que están subsidiando la producción de biocombustibles de origen agrícola, no han considerado en sus políticas sectoriales los efectos de las mismas sobre el deterioro de los suelos a través de la intensificación agrícola y la expansión de la frontera agropecuaria que, como es el caso de la Argentina, está incluyendo regiones fuertemente lábiles. Por otra parte, desde los centros de poder se sigue negando que la derivación de las cosechas agrícolas a la producción de biocombustibles, potencia el agravamiento de una de las situaciones más conflictivas en el marco de la sustentabilidad: la distribución alimentos necesarios para la humanidad. 

Es evidente que los cambios a los que nos referimos no permitirán, por si solos, instalar un punto de inflexión en la tendencia actual de insustentabilidad del modo de desarrollo humano. De no mediar cambios importantes a nivel de las políticas globales relacionadas con la finalidad del desarrollo sustentable, estos cambios actuales podrían parecer simple paliativos. En contrapartida, estos cambios implican además un avance en el proceso de toma de conciencia, un compromiso creciente de los diferentes actores sociales involucrados, un mejoramiento de las estructuras y procedimientos de la gestión ambiental, el desarrollo y la implementación de incentivos adecuados para mejorar el desempeño ambiental de los sectores, una mayor participación social y un mejoramiento de las actividades de control. En la actualidad la percepción ambiental de la sociedad y las demandas de cambios que la misma genera, es un motor importante de las transformaciones de las políticas económicas, de producción y de servicios.  

Por caso, la opinión pública motivó la prohibición del uso de los CFC (empleados como impulsores de aerosoles y que ocasionan deterioro de la capa atmosférica de ozono) al dejar, los consumidores, de adquirir aerosoles que contuvieran la mencionadas substancias (Seoánes Calvo y Angulo Aguado, 1999).  
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En el cuadro 2, se presenta una descripción general sinóptica de los cambios en las políticas ambientales ocurridos durante las últimas décadas. La lógica implica reconocer, y asumir, que cada una de las etapas avanza en la concepción general de la etapa anterior, no obstante contiene muchos de los instrumentos empleados en ella. 

Con anterioridad a los años setenta, las cuestiones que hoy incluimos en la temática ambiental eran visualizadas y fiscalizadas en forma individual para cada uno de los recursos o para las diferentes cuestiones de referencia. Estas cuestiones eran reguladas en forma aislada, sin referencia a una visión o política ambiental integral. De esta manera, los recursos naturales eran tratados individualmente e incluidos en las incumbencias políticas de diferentes organismos con escasos nexos entre sí. Tal es el caso de los recursos forestal, fauna, suelo, hídrico y minero, para los cuales las políticas y el marco normativo concurrente se orientaban a cuestiones de producción y en algunos casos, también de conservación. Por otra parte, se imponía una visión sanitarista en relación con la calidad del agua y el tratamiento de los efluentes cloacales, y con el mantenimiento de la calidad del aire en zonas urbanas. 

Esta visión primó, al menos inicialmente, en la creación del primer organismo ambiental específico de la Argentina: la Secretaría de Recursos naturales y Ambiente Humano, la que poseía cuatro subsecretarías orientadas al tratamiento de: los recursos naturales renovables (con alta incidencia de los recursos forestales, pero incluyendo suelos, flora en general y fauna), los recursos hídricos, los recursos minerales y ambiente humano. Por su parte, la cualidad de transversal relacionada con las políticas ambientales era asumida, en correspondencia con la visión de la época, por la inserción de la mencionada Secretaría de Estado en el Ministerio de Economía, el que también incluía las actividades productivas y las de planificación.

En los años setenta se inició, en diferentes países, el desarrollo y la inclusión de instrumentos ambientales preventivos. Entre ellos es necesario citar la Evaluación de Impactos Ambientales (EIA) como procedimiento previo al desarrollo de actividades susceptibles de impactar al ambiente, y la aplicación de instrumentos económicos. Ambos instrumentos implicaron un punto de inflexión importante en la tendencia de las políticas ambientales, a saber, el reconocimiento de la importancia de la participación activa de la sociedad y de las organizaciones empresarias. En particular, el procedimiento de EIA incluye la participación social a través del mecanismo de consulta previa antes de que la autoridad de aplicación del mismo otorgue el certificado de aptitud ambiental. Por otra parte, el EIA, inicialmente generado para entender en la valoración de los impactos sobre el medio físico incluyó los aspectos sociales del impacto de las actividades humanas. En concordancia con asumir la necesidad de la participación de la sociedad en materia ambiental, en el periodo mencionado se iniciaron los esfuerzos encaminados a generar y aplicar programas de educación ambiental.

Esta etapa implica la necesidad de contar con organismos ambientales específicos y transversales que fijen las políticas, desarrollen programas de vigilancia ambiental, entiendan en materia de educación y participación social y en la implementación de los instrumentos económicos, y actúen como autoridad de aplicación de la normativa ambiental.

La última de las etapas que hemos señalado (Cuadro 2) es la de políticas ambientales proactivas. Son necesarias algunas consideraciones previas para diferenciar, adecuadamente, las políticas proactivas de las preventivas. Uno de los instrumentos principales de la etapa preventiva es el de EIA, el que implica una valoración de los impactos de las obras programadas, el desarrollo y la selección de alternativas y, de acuerdo con la tendencia actual en el desarrollo de los procedimientos normativos que la rigen, la implementación de sistemas de control ambiental para valorar la evolución de la incidencia de las actividades sobre el entorno. Es decir, la decisión se refiere a una actividad programada desde las organizaciones públicas y privadas. La EIA se aplica a una actividad en un determinado sitio, no necesariamente contiene los efectos adictivos o sinérgicos del impacto de la actividad analizada con otras actividades localizadas en el mismo entorno y no incluye consideraciones prospectivas del conjunto de las actividades implementadas o que pudieran ser implementadas en el entorno. 

Al referirnos a políticas proactivas lo hacemos en el contexto de las políticas efectivamente transversales a otras políticas sectoriales públicas que además, y en forma efectiva, plantean: 

· De las responsabilidades: 

( La responsabilidad compartida entre Estado, organizaciones empresarias y los ciudadanos, sin desmedro de la tutela ambiental por parte del Estado. 

( El Estado es quien, en última instancia, conduce las políticas públicas sin que ello implique desconocer la responsabilidad de otros actores y la aplicación del principio de subsidiaridad.  

( La participación empresaria en razón de las posibilidades de implementar procesos de mejora continua de sus actividades en el marco de las normas vigentes y de las demandas sociales. Con miras a lograr, también, un desarrollo económico en el cual “el índice de reducción del contenido energético y de materias primas de la producción es superior al índice de crecimiento de dicha producción”. 

( La participación de los ciudadanos en razón de su capacidad de participación en la fijación de políticas públicas y en el control de aplicación de las mismas, de las posibilidades de elección como consumidores de bienes y servicios y en la responsabilidad como generadores de residuos y efluentes.

( De los instrumentos de la política ambiental: 

( La generación de un marco normativo adecuado que concurra al establecimiento de la finalidad y los objetivos de la política ambiental, establezca los instrumentos de la misma, distribuya las responsabilidades y determine las acciones gubernamentales para asegurar la tutela ambiental. En particular: 

· El Ordenamiento Ambiental del territorio como instrumento estratégico que posibilite, a través del reconocimiento de las vocación natural y de las características sociales, culturales, de las actuales actividades económicas y de la infraestructura disponible, determinar, en general, las formas de ocupación territorial deseables y establecer restricciones de uso y niveles de calidad ambiental, incluyendo las condiciones y restricciones relacionadas con las cuencas hidrográficas y los recursos hídricos.

· El establecimiento del procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) de las políticas, los planes y los proyectos. 

( El uso de instrumentos económicos para internalización de los costos ambientales y, también, para la distribución de los mismos. 

( La educación ambiental.

( De la participación de la sociedad y de las empresas: 

( La participación social en la toma de decisiones sobre las políticas ambientales consideradas en forma transversal. 

( La información pública de las políticas ambientales y, en general, de los resultados ambientales de las actividades humanas. 

( La autogestión de las empresas en el marco del cumplimiento de las normas vigentes y con miras al mejoramiento continuo de su desempeño ambiental. 

Hace tres décadas los países abordaban los problemas del ambiente con escasa participación social y empresarial. Las primeras normativas ambientales se basaban en el reconocimiento del papel primordial del Estado como ordenador y, a la vez, represor con la finalidad de obligar al cumplimiento de las políticas fijadas, en forma unilateral, por el mismo Estado. 

Las políticas ambientales actuales y, en consecuencia, el marco normativo generado, abordan lo ambiental como integridad incluyendo las normas ambientales exclusivas, en el marco de las consideraciones ambientales de las normas constitucionales. En el caso de la Argentina, la Reforma Constitucional de 1994, implica un punto importante de inflexión a través de la inclusión de los artículos 41 -el que reconoce los derechos ambientales de los habitantes, impone los deberes correlativos, establece el derecho de las futuras generaciones, determina la vigencia de un marco normativo concurrente entre la Nación y las provincias- y el artículo 43 -el que establece un sistema de protección de los derechos, garantías y principios reconocidos constitucionalmente. Con anterioridad a la Reforma de la Constitución Nacional, las provincias habían incluido, en sus respectivas constituciones, cuestiones relacionadas con los derechos y garantías. 

2. Las empresas y el ambiente 

Quien realiza actividades relacionadas con el ambiente es responsable de sus efectos. Esta responsabilidad debe ser asumida en el marco de las normas vigentes y en el más amplio marco de la escala de valores del conjunto de la sociedad y de los empresarios. 

Durante un largo periodo y más concretamente, desde el momento de predominancia de la visón occidental de relación sociedad-entorno, los costos externos de las actividades fueron minimizados, máxime a partir de considerar los recursos disponibles, la capacidad de carga de los sistemas naturales y la capacidad natural de reciclado de residuos como no limitantes para el desarrollo humano. 

Las actividades de producción y consumo estuvieron orientadas a maximizar los beneficios y el bienestar, dejando al margen de las consideraciones económicas la utilización que se hace del medio natural (Ruezga y Duran, 1995). 

Los impulsos de la economía global y, en particular, de los mercados financieros llevan a alentar objetivos a corto plazo, subvalorar  los recursos naturales y manejar sistemas de contabilidad que no reflejan ni los riesgos ni las oportunidades ambientales (Schmidheiny y Zorroaquín, 1997). Para expresar lo antes dicho en términos ecológicos, podríamos referirnos a que las empresas (sin desmedro de que muchos gobiernos han expresado y, en la práctica, continúan expresando esta visión) tienden a valorar los recursos naturales y del ambiente como “activos” de los que espera obtener dividendos a una “tasa de rendimiento normal; de lo contrario se desprenderán de ese activo” (Clark, 1976). De acuerdo con el autor citado, la búsqueda de rentabilidad puede implicar una explotación no sostenible cuando la “máxima producción sostenible” es baja y, por lo tanto, el tiempo de recuperación o renovación es alto. Tal es el caso de la “explotación” de las masas forestales dominadas por especies de crecimiento lento como los quebrachales.

Independientemente del grave efecto de esta forma de proceder sobre los recursos naturales renovables explotados en forma directa, la alteración ocasionada por su explotación inadecuada altera la diversidad biológica, la disponibilidad y calidad de otros recursos (otros recursos biológicos, los suelos, la atmósfera y los recursos hídricos) y, más grave aún altera las cadenas tróficas y las funciones ecológicas de los sistemas (naturales o modificados). 

Una manera simple de entender los efectos de las actividades humanas sobre el ambiente, se presenta en la Fig. 2. El ambiente es proveedor de recursos naturales, es soporte de todas las actividades humanas y es receptor de efluentes y residuos. En este marco cobran importancia las funciones ecológicas. Funciones que son fundamentales en el mantenimiento de los “servicios naturales” antes mencionados y, en general, de la calidad ambiental para la vida humana. Las actividades humanas interaccionan con la biodiversidad, con los componentes físicos del medio (cuerpos de agua y otros) y, como consecuencia afectan las funciones ecológicas. La realización inadecuada de las actividades antes anunciadas (sobreexplotación de recursos naturales, alteración de cuencas hidrográficas y de cuerpos de agua, disposición de residuos y efluentes en exceso en relación con la capacidad de reciclado del medio) llevan a la alteración de las funciones ecológicas, alteración que, a su vez, repercute en la pérdida de recursos naturales, de su capacidad renovación y de la disminución de la capacidad de carga de los componentes de medio natural. Por otra parte, es necesario recordar que los efectos de las alteraciones producidas por las actividades humanas repercuten negativamente en el nivel local (es decir, en el entorno en el cual dichas alteraciones se producen) y también en los niveles regional y global. 
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Para algunos autores, el soporte de las actividades humanas generales antes mencionadas debería, por su participación en el mantenimiento de los bienes de producción tener valores de mercado; aunque, de hecho, el mercado es ineficiente para reflejar dichos valores. En el marco de la teoría económica convencional, se considera que lo que se consume ha sido producido quedando al margen las consideraciones sobre la participación en dicha producción, del consumo del patrimonio natural. Máxime cuando la disminución del patrimonio natural debería computarse en el mediano y largo plazo; mientras la economía difícilmente incorpora la variable de largo plazo y lo hace, por ejemplo, en razón de la capacidad de reemplazar la materia prima agotada en razón del deterioro del recurso natural del cual ella proviene. Por otra parte, muchos de los recursos naturales consumidos y, también, las funciones ecológicas de importancia en el mantenimiento de esos recursos naturales y, en general, del ambiente, “no son apropiables” o expresado de otra manera, “son comunes” o de “libre acceso”.

Lo que no debe ni puede desconocerse, aunque, en la práctica y en la bibliografía ambiental, de hecho se diluye, es que la continuidad de las tres funciones mencionadas (provisión de recursos, reciclado de residuos y efluentes y soporte de actividades) es 

consecuencia del mantenimiento de un estado de equilibrio que permite la continuidad de un adecuado nivel de cumplimiento de las funciones naturales o ecológicas. Su deterioro es, además, una pérdida económica en la medida que se deterioran las funciones antes mencionadas y, por consiguiente, dado que en el marco de mantener determinadas condiciones de ambiente y de calidad de vida humana, es necesario aumentar las intervenciones tecnológicas y, por lo tanto, los costos económicos para suplir parcialmente, y la mayor parte de las veces en forma inadecuada, las funciones naturales deterioradas (caso del deterioro de los cuerpos de agua y de sus funciones: soporte de actividades, fuente de recursos abióticos y bióticos, capacidad de reciclado de efluentes).

La preocupación sobre el devenir de la situación ambiental, de la calidad de la vida humana y, en definitiva, del futuro del hombre en la Tierra, nacida en estudios científicos y arraigada en el ambientalismo, se expandió en la sociedad, en los sectores políticos y gubernamentales y, finalmente, en los sectores empresarios. La Eco´92 celebrada en Río Janeiro, fue, sin lugar a dudas un punto de inflexión en el pensamiento empresario. 

Podrían reconocerse varías razones de este cambio. Estas razones se relacionan con reconocer los riesgos, atender a las demandas sociales o visualizar oportunidades de negocios. La primera sería la de una preocupación genuina por la creciente degradación ambiental, por el deterioro de los recursos renovables y por la tendencia al aumento de la tasa de uso de los no renovables. La segunda, por la visión negativa que la sociedad tiene de las consecuencias ambientales de las actividades de las empresas y de su despreocupación de los costos externos de las mismas en cuanto a sus efectos sobre el ambiente y la salud de las personas. En este contexto social, las empresas empiezan a visualizar oportunidades de negocios a partir de su diferenciación en el tratamiento de los recursos naturales, el ambiente y la salud humana. Es decir, se trataría del agregado de valor a la producción. Finalmente, en el marco de fuertes regulaciones que llevan a recuperar los deterioros ambientales producidos la prevención puede ser vista como la posibilidad de evitar costos inicialmente no previstos. 

Antes de la Eco´ 92, en 1984, las industrias químicas presentaron, a nivel internacional, un programa que implicaba un compromiso con la protección ambiental: el programa Responsible Care (RC). En 1991, la Cámara de Comercio Internacional (ICC) publicó la Carta de las Empresas para el Desarrollo Sustentable. En 1992, el Consejo Empresario para el Desarrollo Sostenible (BCSD) estableció el concepto de “ecoeficiencia” como el proceso de agregar valor a la producción y disminuir el empleo de materias primas, los residuos generados y la contaminación causada (Schmidheiny y Zorroaquín, 1997). Ese mismo año se gestó en Inglaterra la primera norma de gestión ambiental de las empresas, la BS 7750, la que posteriormente fue tomada de ejemplo para el establecimiento de otras normas de gestión ambiental. El Reglamento 1863 de la Comunidad Económica Europea, elaborado en 1993 y entrado en vigor en 1995,  trataba sobre la adhesión voluntaria de las industrias a los sistemas de gestión y de auditorías ambientales. En 1996, la Organización Internacional de Normalización (ISO) inició, sobre la base de la BS 7750, la publicación de normas orientadas a la gestión y a la auditoría ambiental 

3. Sistemas de Gestión Ambiental de las empresas

Entre los instrumentos empleados para lograr el mejor desempeño ambiental del sector empresario, deben mencionarse los siguientes: 

· La regulación  establecida por el Estado en base al marco normativo vigente y monitoreada a través de sistemas de vigilancia. 

· La aplicación de instrumentos económicos orientados a que las empresas asuman sus costos ambientales, a la distribución de los mismos o a subvencionar las mejoras de los sistemas de producción. 

· La autorregulación del sector empresario y, también, de las organizaciones estatales.

¿Cómo entender la autorregulación empresaria? Como se explicó anteriormente, la autorregulación empresaria se produce: 

i. para facilitar el cumplimiento de las normas  incluyendo la adecuación de los efectos ambientales (usos de energía y materias primas, volcados de efluentes, producción de residuos peligrosos) a la tendencia de cambio del marco regulatorio (explícitamente formuladas o no por las autoridades de aplicación); 

ii. por motivos económicos (ahorro de energía y materias primas, menores costos por generación de menor cantidad de residuos o de menor peligrosidad, menores costos por disminución de accidentes o debido a la disminución de pasivos ambientales que necesitarían tareas de remediación y restauración del  ambiente); 

iii. por la necesidad de revertir una imagen negativa de la sociedad sobre la responsabilidad de las empresas en la degradación ambiental; 

v. como estrategia comercial generando ventajas frente a la competencia; 

v. en razón de mejorar la seguridad y la calidad de vida de sus operarios. 

¿Cómo incluir la autorregulación en las empresas? Para ser efectiva, la autorregulación empresaria implica el desarrollo de procesos de mejoramiento continuo. Partiendo del reconocimiento de la situación inicial de la empresa y de su desempeño, el mejoramiento continuo supone proponer mejoras en diferentes aspectos relacionados con los procesos industriales y de servicios en acuerdo con el ciclo de vida correspondiente a los bienes y productos generados. Este mejoramiento está llamado a abarcar cuestiones relacionadas con el desempeño general de la empresa (como serían las vinculadas con la tecnología, las características de los productos, la inserción en el mercado) y con aspectos relacionados con una escala menor, como son las cuestiones relativas al desempeño propio interno de la empresas (como sería la creciente responsabilidad del personal de la empresa en la mejora del desempeño de la misma).  En lo que aquí nos interesa, la mayor posibilidad vinculada con las mejora del desempeño ambiental de las empresas debe ser vista en el marco de la mejora general del desempeño empresario. En otras palabras, la gestión ambiental de una empresa debe ser asumida como parte de la gestión general de la misma. Siguiendo con nuestro razonamiento, debemos asumir que el mecanismo principal de ese mejoramiento continuo y de la gestión relacionada con el mismo, es un sistema de gestión ambiental integrado al sistema general de gestión empresaria. 

Las cuestiones ambientales son transversales a otras decisiones empresarias. Un determinado producto (bien comercial) implica decisiones sobre las materias primas utilizadas (es decir, consideraciones sobre: recursos naturales, tratamiento de los recursos, traslado, generación de residuos, otros impactos), los procesos industriales específicos (impactos ambientales incluyendo los ocasionados sobre el medio físico y social de localización de la planta industrial, generación de residuos, aspectos relacionados con la seguridad laboral), las características del producto (vida útil, calidad y cantidad de residuos generados por el deterioro de los productos, tratamiento de los mismos, efectos sobre la salud de la población), las políticas ambientales de los proveedores y, en el caso de la producción de insumos de otros procesos industriales, su incidencia sobre otras empresas. 

De la misma manera, las mejoras generales (procesos, insumos, políticas comerciales) de las empresas influyen o condicionan, positiva o negativamente, sobre sus desempeños ambientales. La innovación tecnológica a la que se ven sometidas las empresas que avanzan en su mejora general, son una oportunidad para atenuar el impacto ambiental de su desempeño. Es el caso de las nuevas tecnologías que implican, además, el ahorro de energía y de materias primas consumidas, o la disminución de la cantidad de los residuos producidos o de la peligrosidad de los mismos.

Si las cuestiones ambientales no son incluidas en la gestión general de las empresas, esta última puede llevar a decisiones que afectan su desempeño ambiental o implicarán mayores costos de remediación de pasivos, de restauración de sitios y de tratamiento de residuos. Es necesario tener presente que la elección de una tecnología de procesos o de la calidad de los insumos o del sitio de localización de las actividades implica consideraciones ambientales. Si estas consideraciones no se efectúan en forma racional y adecuada en un contexto de mejora del desempeño ambiental empresario, pueden llevar a impactos ambientales reales o potenciales que la empresa deberá asumir. Con el agravante que al no haber sido consideradas y asumidas en la relación costo/beneficio de las mejoras o expansión producida, redundarán en costos no previstos inicialmente. 

Las consideraciones expuestas sobre la necesidad de integrar la gestión ambiental a la gestión general de las empresas, cobran mayor importancia cuando se considera las proyecciones a futuro y el condicionamiento general y ambiental a las empresas, a través de factores como la tendencia a la racionalización del consumo de energía y de materias primas, el desarrollo creciente de tecnologías de menor impacto ambiental y la tendencia a la minimización de los subproductos industriales (residuos) y a su reutilización como insumo de procesos de producción. 

Estas consideraciones nos llevan a valorar la participación de la sociedad y del Estado. De la primera nos hemos referido reiteradamente al considerar su doble rol de opinión pública y de consumidor. La tendencia actual permite suponer que este doble rol se acrecentará en el futuro. Y ello implica, desde el punto de vista de las empresas, la necesidad de tener un buen desempeño ambiental, comunicarlo a la sociedad, a los consumidores, a los clientes y a los proveedores, y, principalmente, ser creíbles. La imagen empresaria en relación con su desempeño ambiental aporta a los beneficios y, por tanto, se consolida la actitud de incluir la comunicación empresaria en los costos.

El Estado debe asumir un rol de importancia en la consolidación de la tendencia al establecimiento de SGA por parte de las empresas. Partamos de la base que el establecimiento de un SGA es voluntario. Y es correcto que así sea. Para algunos autores “esta voluntariedad se hace necesaria ante la creencia de que las acciones de protección del medio ambiente sólo se llevan a cabo cuando se presentan situaciones fuera de la legalidad …” (Seoánez Calvo y Angulo Aguado, 1999). 

Indirectamente, el Estado tiene una función importante en la aplicación, consolidación y mantenimiento. Le corresponde, al Estado, la tutela ambiental; le corresponde también fijar las normas y orientaciones que hacen al desarrollo de la producción y los servicios, y a la distribución de las riquezas, todas ellas premisas del desarrollo sustentable. El marco normativo ambiental regulando los efectos ambientales de las actividades, la decisión política de aplicar el mismo y las herramientas de control, suponen la fijación de reglas de juego claras. Reglas de juego que deben desarrollarse en un contexto de seguridad jurídica, es decir de continuidad de las mismas. 

Las falencias del marco normativo, y de su aplicación, implican beneficiar a las empresas que no cumplen con el mismo en comparación con las empresas que si lo hacen. Y esta desigualdad en la aplicación-cumplimiento de “reglas de juego” es tanto mayor, cuanto mayor es el costo de la protección ambiental o cuando debido a la aplicación de los preceptos de la misma, se reduzcan los grados de libertad de opciones de vinculación empresa-entorno o de tecnología disponible-tecnología elegible. 

La generación y la aplicación de normas progresivamente exigentes en materia ambiental, no es la única vía que puede emplear el Estado para incidir en la gestión activa -proactiva- que las empresas pueden realizar de su gestión ambiental. El desarrollo y la aplicación de instrumentos económicos de internalización y distribución de costos ambientales, y, en general, el desarrollo y la aplicación de políticas de promoción y fomento de la protección ambiental, inciden en los procesos de decisiones empresarias.

¿Cuáles son las empresas que deberían poseer sistemas de gestión ambiental? La tendencia es que todas las empresas establezcan sus sistemas de gestión ambiental en el marco de la complejidad, la escala y los riesgos ambientales de sus actividades. Uno de los problemas que se plantea es el de la escala empresaria y, por consiguiente, el de la disponibilidad de recursos y personal para establecer los sistemas de gestión. Sobre esta cuestión son necesarias dos observaciones. La primera, referida a la importancia ambiental de las micro, pequeñas y medianas empresas (MiPymes); la segunda, orientada a considerar la forma de aplicación del SGA. 

Desde el contexto global de las políticas ambientales y de la posibilidad de su cumplimiento, está clara la importancia de la participación de las MiPymes. En general, considerando diferentes países desarrollados y en vía de desarrollo, representan un poco más del 99% del número total de empresas, concentran el 55% de los asalariados y son responsable del 45% de la economía (IERAL-FM, 2001). Su impacto ambiental debe ser, por consiguiente y aunque no tengamos información al respeto, importante. Una franja importante de las empresas mencionadas son fuertemente innovadoras o, por sus características, pueden, cuando acceden a los conocimientos y tecnologías adecuados, implementar más rápidamente que las grandes empresas sistemas innovadores de producción. Esta capacidad de innovación en relación con los sistemas productivos debe ser, también, vista como una posibilidad de innovación y mejoramiento del desempeño en materia ambiental. Además, un gran número de las empresas mencionadas forman parte especializada de cadenas de producción dominadas por otras empesas debiendo adecuarse a la demanda de las mismas en materia ambiental, a la vez que pueden realizar consideraciones ambientales a sus proveedores. Finalmente, las MiPymes tienden a localizarse en ámbitos urbanos o periurbanos aportando, en las respectivas localizaciones, al agravamiento de cuestiones como la contaminación ambiental o de competencia de la demanda de energía o de servicios.

En cuanto a la aplicación de los SGA es necesario considerar la necesidad de adaptar los mismos a las posibilidades, al tamaño y a las características de los procesos, bienes y servicios de las empresas. Todas las empresas deben cumplir la normativa ambiental vigente independientemente de las características antes mencionadas. Y este cumplimiento de las normas puede realizarse en el marco de las mejores oportunidades seleccionadas por las empresas. Los SGA como instrumento y el mejoramiento continuo como objetivo, son la mejor opción empresarial. 

Como punto de partida, es necesario comprender que cuando nos referimos al SGA estamos definiendo una herramienta general que debe adaptarse a la empresa en la cual se aplicará. No se trata de pensar una estructura fuertemente burocrática con infinidad de instructivos y procedimientos específicos. La estructura del SGA y los procedimientos e instructivos deben estar adaptados a la magnitud y complejidad de la empresa y de los efectos ambientales de sus procesos y productos. El objetivo de mejoramiento continuo debe ser aplicado a los procedimientos y productos empresarios y, también, al propio SGA a ser implementado o a su alcance (afectando a la totalidad de la empresa o a algunos sectores, sitios de localización o líneas de producción). 

Un SGA no necesita ser implementado a partir de un grupo interno específico de desempeño full time; ni siquiera en referencia a la necesidad de ejecutar auditorías internas de seguimiento. Tampoco se trata de considerar como obligación la acreditación del SGA la que puede demandar recursos financieros no siempre disponibles en las MiPymes. La no acreditación de un SGA por parte de un organismo competente no invalida la importancia de disponer de uno. Máxime cuando su disponibilidad implica una ventaja comparativa (conocer los efectos ambientales de sus actividades, disponer y valorar opciones de corrección, actuar en forma progresiva, integrar la mejora ambiental con la gestión empresaria) y, además, puede ser auditado por terceros.

En conclusión, desarrollado e implementado en forma adecuada a las particularidades de la empresa y teniendo en cuenta la potencialidad del impacto de sus actividades en el entorno y en razón del marco normativo aplicable, el SGA debe ser considerado como un aporte de importancia para el mejoramiento del ambiente y la calidad de vida, y como un beneficio para la empresa misma. 

Lo antes dicho no implica desconocer que la implementación del SGA en las empresas es un proceso que se ha desarrollado lentamente. Esta actitud por parte de las empresas ha sido evaluada en diferentes países. 

Las grandes empresas multinacionales tienden a implementar, en todos los países en los que desempeñan actividades, su SGA. No es difícil deducir que uno de los motivos de este proceder deriva de la imagen que la sociedad posee de ellas. En estos casos, el desarrollo de sus respectivos SGA es acompañado por políticas de comunicación ambiental. 

Por su parte, de acuerdo con lo que muestran estudios realizados en la década pasada en España, la mayor parte de las empresas que presentan públicamente una actitud ambiental, lo hacen esgrimiendo “argumentos ecológicos”. Un segundo segmento de empresas produjo, como actividad ambiental principal, la adecuación de sus procesos de acuerdo con la normativa ambiental  aplicable. Finalmente, un segmento de las empresas incluyen la gestión ambiental en cada una de sus funciones (Seoánez Calvo y Angulo Aguado, 1999).

Analizando los resultados antes mencionados, podemos sacar varias conclusiones. Los “argumentos ecológicos” no necesariamente tienen relación con la realidad ambiental de la empresa; son empleados como “pauta publicitaria” y, en última instancia su empleo aislado de la responsabilidad en materia ambiental, estaría mostrando la poca importancia que la empresa le otorga a las cuestiones ambientales o. aún, su deprecio por ellas. Esta actitud no es sostenible en el futuro. En ese caso la empresa pagará un costo al ver que la competencia atrae más fácilmente a los consumidores. Y aquí sí debemos separar el rol de la sociedad. Como consumidora la sociedad podrá cambiar de productos y penalizar a la empresa. En su rol de opinión pública la penalización social es más compleja y tiende a penalizar a la totalidad de las empresas, como mínimo, del mismo ramo. Este es uno de los puntos de vista que debería ser analizado para comprender y abordar los conflictos que se instalan en la sociedad cuando determinadas actividades pretenden instalarse en el territorio. Y ello sin importar si esas actividades tienen, en forma directa, relación con la calidad de vida de los habitantes. 

Es el caso de los rellenos sanitarios y de las plantas de tratamiento de residuos peligros o patogénicos. Refiriéndose a la presión ejercida por grupos ambientalistas (presentación judicial de Schroeder, Juan y otros; año 1995) y aceptada por la justicia quien prohibió la licitación de una planta de tratamiento de residuos peligrosos, un experto en Derecho Ambiental, el Dr. E. Pigretti expresa que se desconoce que un “basurero tóxico” (aclaremos que se refiere, en versión alarmista, a la planta de tratamiento y disposición), produciría muchos menos impactos que los residuos tóxicos dispersos en el conurbano bonaerense.

De la misma manera, las actividades mineras generan una fuerte motivación negativa de la sociedad sin que ello permita suponer que los habitantes desean vivir sin consumir productos provenientes de la minería, lo que sería un absurdo. ¿Cuál es el grado de responsabilidad que les compete a las empresas mineras por la visión negativa que la sociedad tiene de su desempeño? Ciertamente elevado. Muchos responsables de empresas mineras del país tienden a responsabilizar a “personeros del ambientalismo” por la actual situación de presión social para la suspensión de emprendimientos mineros o para introducir cambios en la legislación vigente. ¿No será necesario asumir que si la sociedad, o parte de ella, acompaña o inicia los reclamos, existe una presunción de que las empresas mineras no cumplen sus obligaciones ambientales o que el Estado no ha sido capaz de obligarlas al cumplimiento de las normas vigentes? 

Retomando el caso de España, un segundo segmento de empresas produjo, como actividad ambiental principal, la adecuación de sus procesos de acuerdo con la normativa ambiental aplicable. Esta actitud es necesaria en el marco del cumplimiento del marco legal, aunque no suficiente en el horizonte del mejoramiento continuo de la empresa y, en general, del desempeño ambiental de los países. 

3.1. Consideraciones generales 

Las empresas que desean desarrollar un SGA pueden adecuar el mismo a una de las normas disponibles, o no. El hacerlo en base a una norma permite aprovechar de la experiencia previa adquirida por quienes aplican la norma de referencia, agrega credibilidad y transparencia al sistema, y permite, en caso de ser de interés o necesidad (demandas de terceros) de la empresa, solicitar su verificación y certificación. Estas normas permiten sistematizar los procedimientos y las actividades propias del SGA. 

Debido a que la primera norma en materia de SGA fue la Norma Británica BS 7750, la cual fue solicitada a la BSI por la Confederación de la Industria Británica y que, en general, las otras normas desarrolladas posteriormente (Comité Europeo de Normalización-CEN, Organización Internacional de Normalización, normas de los países), se basaron en ella, es importante comprender las características generales de la misma. De acuerdo con Seoánez Calvo y Angulo Aguado (1999) el objetivo de la BSI era lograr una Norma cuyas características generales fueran, entre otras, las siguientes: 

· Que se complementara con la Norma de calidad vigente evitando la duplicación de los esfuerzos. 

· Que fuera una guía para el establecimiento del SGA y que posibilitara su certificación. 

· Que incluyera la verificación de las normas ambientales. 

· Que se adaptase a las posibilidades de profesionales generalistas. 

· Que considerase los aspectos ambiéntales de los procesos, los servicios y los productos. 

Las características generales de esta y de otras normas de SGA (como ISO-IRAM) merecen algunos comentarios. El objetivo de vincular el SGA al sistema general de gestión empresaria es correcto lo mismo que el hecho que los sistemas de gestión y calidad deben complementarse evitando duplicación de esfuerzos y, lo que parece ser más importante, potenciando ambos sistemas. Por su parte, la posibilidad de aplicar la misma normativa a todos los sectores empresarios (caso de la Norma IRAM-ISO 14001) simplifica los esfuerzos internos de empresas altamente diversificadas y, además, la tarea de quienes deben auditar los sistemas. 

A pesar de que los empresarios y, en general, quienes deben auditar los SGA acuerdan  en la importancia que estos se adapten a las necesidades de profesionales generalistas y no a los especialistas en temas ambientales, esta premisa aparece como menos clara. Desde el punto de vista del seguimiento del SGA incluyendo las auditorías que deben ser realizadas al mismo, esta premisa, “adaptarse a las necesidades de profesionales generalistas”, es importante. Más allá que, en principio, el SGA debe adaptarse a las necesidades y potencialidades de las empresas y no a las posibilidades de determinados profesionales. Las empresas no podrán, en muchos casos, prescindir de especialistas en cuestiones ambientales, es decir en profesionales y técnicos capacitados en la comprensión de la complejidad ambiental y de la relación causa-efecto de las actividades humanas. 

Dependiendo de la complejidad y magnitud de las actividades empresarias hay, como  mínimo, tres aspectos que requieren una visión, y comprensión desde el aporte de especialistas en materia ambiental, de manera a racionalizar los esfuerzos empresarios y potenciar los resultados del SGA. 

En primer lugar, es necesario una visión ambiental interdisciplinaria para proceder a la revisión ambiental inicial, la que debe basarse en reconocer la interacción de las actividades empresarias y la de sus productos y servicios con el entorno, evaluar sus efectos y determinar cuales de ellos son susceptibles de producir impactos ambientales significativos en el entorno específico de localización de la empresa. En el caso de las actividades empresarias inicialmente sometidas al procedimiento de EIA, el análisis de los impactos ambientales se ve facilitado en razón de la disponibilidad de estudios sistemáticos, interdisciplinarios y comparativos de los mismos. Cuando no se dispone del Estudio de Impacto Ambiental empleado en el procedimiento de EIA, es necesario recurrir a algunas de las metodologías para identificar los impactos y, posteriormente, valorarlos. En este caso, el desarrollo completo de los procedimientos de EsIA es una herramienta confiable que, además, ayuda a la credibilidad de la valoración realizada. Pero existen otras herramientas que permiten lograr con menor esfuerzo, y dependiendo de las características de las empresas y de la complejidad de los efectos de sus actividades sobre el entorno, resultados confiables. De todas maneras, es necesario asumir que cuanto más simple es la herramienta empleada para valorar los efectos ambientales, mayor nivel de incertidumbre posee el resultado obtenido. En contrapartida, para que sean de utilidad, los EsIA deben ser aplicados por grupos interdisciplinarios de especialistas, hecho este que no siempre está al alcance de las empresas. O las mismas no lo  consideran necesario. 

Otra de las etapas que debe ser analizadas por especialistas en cuestiones ambientales es la del análisis de las posibilidades de mejoramiento continuo y su relación con las innovaciones tecnológicas que realice la empresa. En este caso surge la necesidad de valorar los procesos tecnológicos, sus efectos, los residuos generados y las alternativas de minimización, de reciclado, de tratamiento o de reutilización de los mismos. 

Finalmente debe considerarse las necesidades de monitoreo, el análisis de los datos obtenidos y la información derivada de ellos. Está actividad implica la posibilidad o, cuando corresponde, la necesidad de revisar los procesos en el marco de las normas vigentes y de la política, objetivos y metas de la empresa.  Implica, también, el análisis crítico de la red de estaciones de monitoreo implementadas.

¿Qué entendemos por SGM? Veamos algunas definiciones: 

· Es la parte del sistema de gestión general que incluye la estructura organizativa, las actividades de planificación, las responsabilidades, las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos para desarrollar, implementar, realizar, revisar y mantener la política ambiental”  (ISO 14.050 – Gestión Ambiental – Vocabulario).

·  “Un SGM es el marco o el método de trabajo que sigue una organización para lograr y mantener un determinado comportamiento de acuerdo con las metas que se hubiere fijado y como respuesta a unas normas, unos riesgos ambientales y unas presiones tanto sociales como financieras, económicas y competitivas en permanente cambio. Los sistemas de gestión del medio ambiente tiene por objeto:

· Garantizar el cumplimiento de las leyes y reglamentos de protección del medio ambiente, tanto locales, como regionales, nacionales e internacionales. 

· Fijar y promulgar las políticas y los procedimientos internos para alcanzar los objetivos medioambientales de la organización. 

· Identificar y gestionar los riesgos en que incurre la empresa como consecuencia de los riesgos medioambientales. 

· Identificar el volumen de recursos y el personal adecuado para el nivel de riesgo y los objetivos medioambientales de dicha organización, asegurando al mismo tiempo su disponibilidad cuándo y dónde fuese necesario.” (Cámara Internacional de Comercio). 

¿Cuáles son las reglas generales en las que debe fundamentarse un SGA?

· Asumir, en forma efectiva, el compromiso empresario en materia ambiental. 

· Integrar la gestión ambiental a la gestión general de la empresa. 

· Generar procesos participativos y de comunicación ambiental favoreciendo el compromiso del personal. 

· Reconocer, como etapa inicial, el desempeño ambiental de la empresa, los aspectos ambientales significativos de sus actividades y el marco normativo aplicable. 

· Definir la política ambiental, planificar los procedimientos y las actividades de la gestión y dotar a la misma de los recursos financieros, humanos y técnicos necesarios, en el marco de la mejora continua de su desempeño.

· Controlar el desempeño ambiental y el cumplimiento de la política, los objetivos y las metas, revisar las mismas e implementar las modificaciones que correspondan. 

2.2. La utilización de las Normas ISO-IRAM en la implementación de un SGA

La aplicación de normas estandarizadas para la implementación de un SGA por parte de una empresa no es un requisito obligatorio; los SGA son de aplicación voluntaria y cómo tal, las empresas deben decidir la forma cómo lo desarrollan y lo ejecutan. Por su parte, las Normas sobre la materia proporcionan “los elementos de un SGA eficaz que puede ser integrado a otros requisitos de gestión …” (Norma IRAM-ISO 14001. 

Estas normas pueden ser utilizadas “por todo tipo y tamaños de organizaciones” y, también “ajustarse a diversas condiciones geográficas, culturales y sociales.” Su finalidad es permitir su empleo en los SGA que respondan a las necesidades y políticas empresarias y se ajusten a su diversidad, en base a un sistema basado en la premisa del mejoramiento continuo de su desempeño ambiental. Mejoramiento continuo que, desde el punto de vista de Normas como las ISO-IRAM basa su eficacia en el compromiso de la empresa y en el de todos sus actores incluyendo la participación activa de los mismos, desde la alta gerencia hasta sus empleados. Estas Normas están orientadas a que las empresas determinen su política ambiental, fijen lo objetivos, metas y programas para lograrla, y realicen las actividades necesarias para ello. 

Una de las condiciones para lograr el mejoramiento continuo es la de controlar los procesos incluidos en las actividades empresarias. El término control tiene de acuerdo con la Real Academia, varias acepciones, entre otras: control como comprobación, inspección, fiscalización, intervención; control como dominio, mando, preponderancia; control como regulación sobre un sistema, y también control como mando o disposición. En la materia de referencia la aplicación es la de dominio y regulación de un sistema. No se trata simplemente de comprobar o fiscalizar o inspeccionar un sistema, se trata de dominarlo y regularlo en todas las partes y etapas del mismo. Esta premisa de un sistema de gestión es un medio del proceso de mejora continua y una meta en si misma. 

¿Cómo se controla un proceso? De acuerdo con IRAM-Curso de Capacitación (2008) “Para controlar -dominar- un proceso es necesario: 

· Identificar las entradas y salidas (intencionales y no intencionales), 

· Definir cómo las entradas se convierten en salidas, 

· Identificar las necesidades de recursos (humanos y técnicos), 

· Monitorear su eficacia, 

· Establecer y lograr objetivos para la mejora de esa eficacia”. 

Está claro; el control de los procesos es la consideración de las partes del sistema y de su interrelación, en base al reconocimiento, la evaluación, el establecimiento de objetivos y metas, el seguimiento de cada una de ellas y de los resultados que se obtengan. Esta manera de proceder está planteada de manera a aportar a las organizaciones (empresas de orden público o privado) herramientas “para anticipar, identificar gestionar sus interacciones con el medio ambiente…” 

La gestión de las organizaciones puede ser realizada a través de un enfoque en base a los procesos que integran sus actividades y, también, en base a la metodología de Planificar-Hacer-Verificar-Actuar (PHVA). Esta metodología es aplicable desde una visión general del conjunto de las actividades empresarias y, como alternativa, desde la óptica de cada uno de los procesos. La metodología PHVA es empleada como modelo para la implementación de los SGA en acuerdo con las Normas ISO (Figura 3). 
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“Planificar” implica establecer un proceso basado en: 

· La identificación de los aspectos ambientales y los impactos asociados. 

· La identificar los requisitos legales y también los requisitos suscritos por la organización. 

· El establecimiento de objetivos, metas y programas.

· El desarrollo y el empleo de indicadores de desempeño. 

· “Hacer” se refiere a las actividades de “implementar y operar el SGA”, e implica: 
· Establecer las estructuras y las funciones, y asignar las responsabilidades. 

· Determinar y asignar los recursos.

· Asegurar la competencia del personal y establecer y ejecutar procesos de capacitación y toma de conciencia.   

· Establecer y ejecutar procesos para la comunicación.

· Desarrollar, mantener controlar la documentación. 

· Establecer controles operacionales. 

· Asegurar la capacidad de respuesta ante emergencias. 
· “Verificar” implica “evaluar los procesos del SGA”, a partir de: 
· Realizar el seguimiento del desempeño ambiental y efectuar mediciones en forma continua. 
· Evaluar el estado de cumplimiento en relación con la política ambiental de la organización, los objetivos, las metas y los programas, y con el cumplimiento del marco normativo. 

· Identificar no conformidades y realizar acciones correctivas y preventivas. 

· Gestionar los registros. 

· Ejecutar auditorías internas. 
· “Actuar” entraña “revisar y emprender acciones para mejorar el SGA” y supone: 
· Realizar revisiones del SGA por la dirección de la organización.
· Identificar áreas con potencialidad de mejoras. 
Las IRAM-ISO poseen diversas normas orientadas en materia ambiental (Serie 14.000) dos de las cuales se refieren al SGA, la 14001 y la 14004 (Cuadro 2). De ellas, únicamente la IRAM-ISO 14001 presenta los requisitos de un sistema de gestión que pueden ser auditados con miras a la certificación. Ello no permite desconocer que la IRAM-ISO 14004 es importante; además de describir los elementos del SGA orienta sobre la forma de desarrollar, implementar y mejorar un SGA, y presenta opciones y enfoques para lograr los fines propuestos. Es, por tanto, un importante apoyo a quienes tienen la responsabilidad de implementar un SGA. Como opinión personal, creo necesario destacar que la IRAM-14004 aparece como el nexo entre los técnicos generalistas que podrían llegar a aplicar y evaluar (auditar) -en muchos casos con la ayuda de expertos de acuerdo a las características y complejidad de la organización evaluada- un SGA, y quienes deben entender en su desarrollo, los profesionales y los técnicos en materia ambiental. El conocimiento ambiental es, podríamos decir que por definición, el conocimiento de las interacciones entre el entorno y las actividades humanas -dos sistemas de por si complejos-, y, en el contexto de esta complejidad, el estudio de las relaciones causa-efecto aun en condiciones de la incertidumbre que las caracterizan (Mitchell, 1997). 

Otra Norma de importancia a ser considerada en el desarrollo de los SGA, es la IRAM-ISO 14031. Orientada a la evaluación del desempeño ambiental de las empresas, ha sido diseñada para ayudar en: la identificación de los aspectos ambientales, la determinación de los aspectos significativos, el establecimiento de criterios de desempeño ambiental y el uso de los mencionados criterios en la evaluación del desempeño.    

a. Revisión Ambiental Inicial

Establecer un SGA implica, entre otras cosas y como actividad de la que dependerá el futuro desarrollo del mismo, identificar, con el menor nivel de incertidumbre posible, la los elementos de las actividades que interaccionan con el ambiente y que pueden producir impactos ambientales. De acuerdo a la IRAM-ISO 14001 la Norma se aplica a “aquellos aspectos ambientales que la organización identifica que puede controlar y aquellos sobre los cuales la organización puede tener influencia”. La “organización debe asegurarse de que los aspectos ambientales significativos se tengan en cuenta en el establecimiento, implementación y mantenimiento de su sistema de gestión ambiental” 

(IRAM-ISO 14001; 4.3.1). La Norma no impone, como Requisito, la Revisión Ambiental Preliminar. Por su parte, la 14004 propone, en el item 4.1.4 la Revisión Ambiental Preliminar cuyo objetivo sería “considerar los aspectos ambientales de las actividades, productos o servicios de la organización, como base para establecer un sistema de gestión ambiental”. Es decir, puede ser una ayuda para establecer la política ambiental, determinar el alcance del SGA, planificar el mismo y establecer los objetivos y metas ambientales.

Las empresas pueden disponer, con anterioridad a la implementación de un SGA, de estudios sistemáticos de los aspectos ambientales de sus actividades. En el caso de aquellas empresas o sectores o procesos que han sido objeto de EIA previo al desarrollo de las actividades relacionadas con ellos, el conocimiento al cual nos referimos está disponible. Por razones que exceden el tema aquí tratado, este no es el caso de muchas empresas que operan en la Argentina. 

El reconocimiento sistemático de los impactos ambientales y su valoración en términos comparativos entre ellos de manera a seleccionar aquellos que deben ser considerados significativos y la ocurrencia de sinergismos y antagonismos entre ellos, supone conocimientos que exceden a generalistas no imbuidos de las ciencias ambientales y, también, a los especialistas. Estos últimos deben participar en muchos casos para definir cuestiones específicas en el marco de procedimientos estipulados y validados de valoración. 

En acuerdo con IRAM-ISO14004, la revisión ambiental inicial puede realizarse a partir de entrevistas, la evaluación de las comunicaciones externas e internas de la organización, la recopilación de información relacionada con el control y la gestión de los residuos, de compra de productos peligrosos y del almacenamiento de susbtancias químicas peligrosas, la preparación ante emergencia, el uso de recursos, los cambios temporales de los procesos en respuesta a la incidencia en el ambiente, y los programas de formación ambiental, entre otros.  

La  misma norma 14004 expresa que la revisión se puede realizar empleando listas de verificación, diagramas de flujo, inspecciones, resultados de auditorías previas y otras herramientas. 

Muchas de las herramientas mencionadas integran los procedimientos técnicos de los Estudios de Impactos Ambientales. Sin embargo es importante destacar que los procedimientos de EsIA proponen la ejecución de una determinación sistemática de los aspectos ambientales de las actividades humanas a partir de su identificación, de la relación causa-efecto de los mismos y de su valoración cualitativa, hasta la predicción de los impactos y la valoración cuantitativa de los mismos. En el marco de la EIA, los EsIA actúan en predicción de impactos aún no ocasionados; forman parte de una herramienta de carácter preventivo. Ello no impide considerar que el elemento técnico de los procedimientos técnicos-administrativo de EIA, puede ser empleado para valorar impactos ambientales ya producidos y determinar el desempeño ambiental de las organizaciones. Pueden, también, servir como herramienta para la ejecución de las revisiones previas a la implementación del SGA de las organizaciones. 

La revisión debería abarcar, como mínimo, las siguientes áreas: la identificación de los aspectos ambientales relacionados con la operación de las actividades en condiciones normales (incluyendo arranques y paradas), anormales y de emergencia y accidentes; la identificación de requisitos legales y otros requisitos; la evaluación de las prácticas y los procedimientos utilizados; la evaluación de situaciones de emergencias y accidentes.


b. Alcance del SGA. 

Dentro de los Requisitos Generales establecidos por la IRAM-ISO 14001 (Item 4.1), la organización debe definir el alcance de su SGA. La organización posee la libertad y flexibilidad para definir sus límites, los que pueden comprender toda la organización o parte de la misma (sitios de localización de actividades, unidades operativas). 

Aunque ni la IRAM-ISO 14001 ni la 14004 se refieran a la cuestión
, es evidente que si bien la organización tiene la posibilidad de definir su alcance, no debe olvidarse cuáles son los objetivos empresarios para implementar un SGA y no debe desconocerse que una distribución de alcance parcial no adecuada, dejando afuera partes sensibles e importantes de la organización, puede restar, por parte de terceros y de la sociedad, credibilidad. Es decir, la organización debería poder explicar las razones para excluir parte de la misma en el SGA. 

Desde nuestro punto de vista, no debe excluirse una razón de peso en establecer un alcance que no integre a la totalidad de la organización: su inclusión progresiva. Esta  propuesta puede ser importante en organizaciones de actividades diversas y territorialmente expandidas.  

El alcance del SGA debe ser documentado (requisito de la 14001; 4.1). 

c. Política Ambiental.   

Definir la política ambiental de la organización es un requisito de la IRAN-ISO 14001 (4.2). 

Su importancia reside en que: 

· Implica el compromiso de la organización (alta gerencia) en relación con su desempeño y responsabilidad ambientales. 

· Determina la base a partir de la cual la organización establece sus objetivos, metas y programas. 

· Establece los parámetros sobre los cuales será evaluado su desempeño ambiental. En este marco es necesario asumir que la política ambiental debe estar a disposición del público (14001; 4.2, g) mientras que otros requisitos referidos a los aspectos ambientales de la organización deben documentarse aunque no necesariamente comunicarse (14001; 4.4.3).            

Los compromisos básicos de la política ambiental son los siguientes (Frey, 2007): 

· Cumplir con los requisitos legales aplicables. 

· Prevenir la contaminación
. 

· Propender a la mejora continua.

En relación con la prevención de la contaminación la 14004 (4.2) presenta una ayuda práctica orientativa sobre el tema, a partir de jerarquizar las opciones para la reducción de la contaminación; a saber: 

a. reducción o eliminación de la fuente; 

b. reutilización en los procesos o reciclaje en otros procesos de la instalación; 

c. reutilización o reciclaje fuera de la instalación que produce el contaminante; 

d. recuperación y tratamiento; 

e. mecanismos de control de generación y de emisión, descarga o disposición de residuos.

Los aspectos relacionados con la mejora continua también cobran importancia en el marco de las políticas ambientales de las organizaciones. Para ello debe disponerse de metodologías de evaluación del desempeño ambiental y de los indicadores correspondientes.

De acuerdo con IRAM-ISO 14001, la política ambiental debe: ser apropiada a la naturaleza, magnitud e impactos ambientales de sus actividades, bienes y productos; es documentada y mantenida; se la comunica al personal y está a disposición del público.  

c. Planificación (4.3)

La planificación es asumida como un proceso continuo que permite establecer los elementos de un SGA y, además,  mantenerlos y mejorarlos. Es un proceso crítico para el cumplimiento de la política ambiental y el establecimiento del SGA. Este proceso debería incluir: 

· La identificación de los aspectos ambientales y su valoración y asegurarse que sean considerados en el establecimiento, implementación y mantenimiento del SGA (14001; 4.3.1). 

· La identificación de los requisitos legales y asegurarse que sean considerados en el establecimiento, implementación y mantenimiento del SGA (14001; 4.3.2). 

· El establecimiento de objetivos, metas y programas coherentes con su política ambiental (14001; 4.3.3). 

La planificación debe incluir, también, el establecimiento de criterios de desempeño ambiental. 

Aspectos ambientales (4.3.1). 

La organización debe establecer e implementar procedimientos para: 

a. Identificar los aspectos ambientales de sus actividades, productos y servicios, sobre los que pueda controlar o influir.

b. Determinar aquellos que tengan o puedan tener un impacto significativo.
Como ya nos refiriéramos en los comentarios sobre la revisión inicial la identificación de los aspectos ambientales debe realizarse en forma sistemática a través de procedimientos verificables. Es necesario partir de la identificación de la causa (aspecto ambiental de las actividades, productos o servicios) y determinar sus efectos (impactos) sobre el ambiente. 

En relación con los procesos de producción o servicio, significa establecer las entradas y las salidas relativas a cada uno de ellos. En general, debería aplicarse una secuencia preestablecida a todas las etapas del ciclo de vida de las actividades, productos y servicios (Cuadro 3). 

La consideración de los aspectos ambientales y de los impactos asociados debe ser asumida a partir las actividades pasadas, presentes y futuras. Debe considerarse que: 

· Los impactos de las actividades pasadas llevan a su remediación, los de las actividades presentes a la corrección y prevención; los potenciales a futuro, a la prevención. 


· La organización debe ejercer control sobre impactos producidos en forma directa por sus actividades, e influir sobre los impactos indirectos de las mismas (por ejemplo los relacionados con los productos y servicios proporcionados o recibidos por la organización. . 

· La consideración de los impactos potenciales a futuro que pudieran producirse en situaciones normales, anormales y de emergencia implican el desarrollo de actividades sistemáticas de gestión preventiva.    

En cuanto a los criterios para determinar el alcance de los aspectos e impactos pueden emplearse los aplicables a los EsIA (Cuadro 3), en razón de que la secuencia de empleo de indicadores y la ponderación de los mismos está siendo empleada y validada en forma permanente.   

La ISO 14001 establece que la información sobre aspectos ambientales siginificativos debe ser documentada y actualizada.

Requisitos legales (4.3.2) 

La 14001 establece que la organización debe establecer y mantener procedimientos para: 

a. identificar y tener acceso a los requisitos legales aplicables y otros requisitos que la organización suscriba …. 

b. Determinar cómo se aplican estos requisitos en sus aspectos ambientales. 

Por requisitos legales y otros debe entenderse: los específicos de la actividad de la organización, los específicos de los productos y los servicios, los que establezca la organización, las autorizaciones, permisos y licencias establecidos por las diferentes autoridades de aplicación y los establecidos en las leyes ambientales generales y en los capítulos ambientales de las leyes específica de la actividad.   
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c. Objetivos, metas y programas (4.3.3) 

La 14001 expresa: 

· “La organización debe establecer, implementar y mantener objetivos y metas ambientales documentados….”

· “… Deben ser medibles cuando sea factible…” 

· En su establecimiento se debe tener en cuenta los requisitos legales y otros requisitos que la organización suscriba, y sus aspectos ambientales significativos”.  

· Los programas que la organización establezca con miras a lograr sus objetivos y metas deben incluir “la asignación de responsabilidades…” y “los medios y los plazos para lograrlos.” 

Para el establecimiento de los objetivos deben considerarse, entre otros, los siguientes elementos (14004; 4.3.3): 

· Lo establecido en su política ambiental y los requisitos legales y los suscritos por la organización. 

· Los aspectos ambientales significativos, 

· Las opciones tecnológicas.

· Los efectos de los cambios sobre sus actividades. 

· Las opiniones de las partes interesadas y el efecto sobre la opinión pública. 

· El conjunto de las metas de la organización.

· Sus requisitos financieros, operacionales y comerciales. 

Las consideraciones sobre un determinado aspecto ambiental, y la de sus impactos, deben realizarse mediante la determinación de objetivos, metas y programas (Figura 4). Los objetivos pueden referirse, entre otros, al desarrollo del SGA, a la toma de conciencia ambiental de los miembros de la organización, al mejoramiento de procesos, al diseño de productos, a actividades de control (materias primas, generación de residuos), a la minimización de los impactos ambientales. Por su parte las metas deben ser cuantificables y establecer los plazos para lograrlas. Por su parte los programas deben establecer las acciones para alcanzar en los plazos de las metas, el avance en los objetivos propuestos. Estos programas deben ser dinámicos y modificables en razón de los logros obtenidos. 

Para verificar el logro de los objetivos y metas, evaluar y corregir los programas, y para la evaluación y mejora del desempeño ambiental de la organización, es necesario establecer indicadores medibles de desempeño ambiental. En razón de los objetivos propuestos, se podrían usar de indicadores, entre otros, los siguientes: 

· Cantidad de materia prima o energía utilizada, o la relación entre esa cantidad y los productos obtenidos: 

· Cantidad de emisiones, residuos o efluentes producidos, o su relación con los productos. 

· Número de incidentes y accidentes ambientales. 


· Porcentaje de residuos reciclados. 

· Inversiones en protección ambiental y desarrollo e implementación de nuevas tecnologías. 

· Número de personas capacitadas. 

· Número de demandas externas o conflictos, y de causas judiciales. 

Los programas deben especificar las acciones necesarias para lograr los objetivos, determinar y disponer de los recursos financieros, técnicos y de personal y establecer un responsable. Estos programas pueden estar orientados al mejoramiento o control de actividades rutinarias (gestión de insumos y de residuos, control de procesos, capacitación, otros) o a actividades especiales (disminución de generación de residuos, mejora tecnológica relacionada con un impacto como na planta de tratamiento de residuos). 

c. Implementación (4.4)

La implementación y operación de un SGA implica que la organización debe proporcionar recursos, desarrollar estructuras y establecer mecanismos adecuados a los fines propuestos. 

Recursos humanos, funciones y autoridad (4.4.1)

Las funciones las responsabilidades y la autoridad deben definirse, documentarse y comunicarse de manera a facilitar la eficacia de la gestión ambiental. La alta dirección de la organización debe designar su/s representante/s cuyas responsabilidades serán las de: 

“a. asegurarse que el sistema de gestión ambiental se establece, implementa y mantiene de acuerdo con los requisitos de esta Norma internacional; 

“b, informar a la alta dirección sobre el desempeño del sistema de gestión ambiental para su revisión, incluyendo las recomendaciones para la mejora.” (IRAM-ISO 14001; 4.4.1). 

La organización interna requiere, para la implementación del SGA, la asignación de responsabilidades de las diferentes actividades involucradas, como gestión de aspectos ambientales, responsabilidad de acciones correctivas, acción ante emergencias, comunicación, otras. 

Competencia, formación y toma de conciencia (4.4.2)   

“ La organización debe asegurase que cualquier persona que realice tareas para ella o en su nombre....sea competente tomando como base una educación, formación o experiencias adecuados, y debe mantener los registros asociados.” (IRAM-ISO 14001).

En este marco se deben identificar las necesidades de formación y proporcionarla. En general, la organización debe promover la toma de conciencia relacionada con: la importancia de su política ambiental y los requisitos de su SGA; con los aspectos ambientales significativos y la gestión de los mismos; con los beneficios del mejor desempeño de su personal y las funciones y responsabilidades correspondientes, y con las posibles consecuencias de desviarse de los procedimientos (Frey, 2007).

Comunicación (4.4.3) 

La organización debe establecer mecanismos de comunicación interna sobre la base de que esta es fundamental para la eficacia del SGA. Esta comunicación puede realizarse con boletines, carteleras y reuniones. Los procedimientos, los objetivos y metas, la política ambiental, los programas de capacitación, entre otros, deben ser comunicados al personal.

En relación con las demandas de las partes interesadas externas la organización debe responder las mismas. 

En relación con la comunicación externa, la organización debe hacer una evaluación de los costos y los beneficios de enfoques alternativos de comunicación y documentar los mismos. 

Documentación (4.4.4)    

La documentación es importante en la medida que proporciona información relativa a la política ambiental y al SGA y a los requisitos externos, a los empleados y a las partes externas interesadas. 
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La organización puede determinar qué documentación considera necesaria para el desarrollo de su SGA (Figura 5). Como punto de partida, en el marco de la 14001, la documentación “debe incluir: 

a. La política, objetivos y metas ambientales; 

b. La descripción del sistema de gestión ambiental; 

c. La descripción de los elementos  principales del sistema de gestión ambiental y su interacción, así como la referencia a los documentos relacionados”.  

Control de documentos (4.4.5)
La Norma 14001 establece la necesidad de implementar procedimientos necesarios para realizar el control de documentos. 

Control operacional (4.4.6)

Los controles operacionales son importantes para las organizaciones y están orientados a: 

· la gestión de los aspectos ambientales significativos; 

· asegurar el cumplimiento de los requisitos legales y otros que la organización suscriba; 

· realizar el seguimiento de los objetivos y metas y lograr su cumplimiento en forma coherente con la política ambiental de la organización; 

· evitar o minimizar incidentes/accidentes ambientales. 

El control operacional permite la incorporación de criterios ambientales en las actividades de la organización, incluyendo los procesos de fabricación, el almacenamiento de materias primas y substancias peligrosas, entre otros.  

El desarrollo de controles operacionales debería realizarse en forma sistemática a partir de: 

a. Elegir un método de control, a partir de considerar las complejidades y características de las actividades a las que se lo va aplicar. 

b. Seleccionar criterios de operación, en base al análisis de las estadísticas y los antecedentes de la actividad. 

c. Establecer procedimientos con el objetivo de definir cómo se van a planificar, realizar y controlar las operaciones. 

d. Documentar los procedimientos. 

Como requisito de la IRAM-ISO 14001, la organización debe, además de establecer y documentar procedimientos relacionados con el control de los aspectos ambientales significativos de sus actividades, establecer procedimientos relacionados con los aspectos ambientales significativos de los bienes y servicios utilizados y comunicar los mismos y los requisitos aplicables a los proveedores, incluyendo contratistas.  

Preparación y respuesta ante emergencias (4.4.7)

Las situaciones potenciales de emergencia y los accidentes potenciales que pueden impactar en el ambiente, deben ser identificados a través de procedimientos establecidos, implementados y mantenidos por la organización.  Además: “La organización debe  responder ante accidentes reales y prevenir o mitigar los impactos ambientales adversos asociados.”  

Los procedimientos de emergencia deben ser revisados periódicamente y, cuando corresponda, modificados, y se deben realizar pruebas periódicas de los procedimientos, cuando sea factible. 

La identificación de situaciones de emergencia debe realizarse considerando: las emisiones y descargas accidentales al aire, el agua y la tierra, y los efectos específicos de las mismas, considerando las diferentes condiciones de operación. 

La planificación de las actividades en situación de emergencia deberían incluir: la forma organizativa y la distribución de responsabilidades, la descripción de los servicios de emergencia y su funcionamiento, la comunicación interna y externa, la forma operativa ante las diferentes situaciones de emergencia considerando la forma de acción ante la presencia de materiales peligrosos; inflamables, y la capacitación del personal.  

d. Verificación (4.5)    

Los alumnos deben estudiar los requisitos y aspectos relativos a la Verificación (4.5.1) en las Norma IRAM-ISO, teniendo presente las observaciones realizadas en la clase correspondiente. 

4.5.1 Seguimiento y Medición

4.5.2 Evaluación del cumplimiento legal 

4.5.3 No conformidad, acción correctiva y acción preventiva 

4.5.4 Control de los registros

4.5.5 Auditoría interna 

Revisión por la dirección (4.6)

En el marco de la metodología  Planificar-Hacer-Verificar-Actuar, esta última actividad es fundamental en el logro de la mejora continua del sistema. En esta metodología, Actuar implica “tomar acciones para mejorar continuamente el desempeño del sistema de gestión ambiental.” El nexo entre el desempeño actual del SGA y el mejoramiento del mismo, es la revisión por la dirección la que debe: 

· ser sistemática, documentada y realizada a intervalos planificados. 
· “asegurarse de la conveniencia, adecuación y eficiencia continua del SGA”. 
· evaluar las “oportunidades de mejora y la necesidad de efectuar cambios en el sistema de gestión ambiental…”

Por lo tanto la revisión por la dirección implica el nexo entre entradas y salidas. 

Los elementos de entrada pueden ser definidos por la organización pero, como requisito de IRAM-ISO 14001 deben incluir: 

a. “los resultados de las auditorías internas y las evaluaciones de cumplimiento de los requisitos legales aplicables…;” 

b. “las comunicaciones de las partes interesadas externas” y sus opiniones sobreel desempeño ambiental de la organización, o del impacto de sus productos, o de los residuos, efluentes y vertidos generados, o del impacto general de sus instalaciones sobre el ambiente o el paisaje, o de sus efectos sobre el medio social; 
c. “el desempeño ambiental de la organización” el que debe ser valorado a través de indicadores adecuados; 
d. “el grado de cumplimiento de los objetivos y metas;” 
e. “el seguimiento de las acciones resultantes de las revisiones previas;”

f. “los cambios de las circunstancias, incluyendo la evolución de los requisitos legales y otros requisitos…;”

g. “las recomendaciones para la mejora.” 

Los elementos de salida de la revisión se refieren: 

· a la conveniencia, adecuación y eficacia del SGA;

· a la identificación de sus deficiencias; 

· a los posibles cambios en algunos sus componentes,  y, cuando corresponde, en la política ambiental de la organización.

La identificación de oportunidades de mejora es, en el marco de la revisión por la dirección, de fundamental importancia, dado que el concepto de mejora continua integra al SGA y está incluido en la metodología general aplicada para su desarrollo, a saber: la metodología PHVA.  

Las oportunidades de mejora surgen del análisis de: la información generada durante                     la revisión, la experiencia adquirida de las acciones correctivas y preventivas, los cambios previstos en los requisitos legales, los estudios de mejores prácticas y las opiniones de los empleados, clientes y proveedores. 

El mejoramiento continuo, como proceso, incluye: la identificación de las áreas susceptibles de mejoras, la determinación, para las mismas, causas de deficiencias o no conformidades, el desarrollo y la implementación de acciones correctivas y preventivas, la verificación de la eficacia de las acciones implementadas, la documentación de los cambios como resultado del mejoramiento y la comparación del mismo con los objetivos y las metas.    
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Figura 1. Síntesis del desarrollo conceptual de la cuestión ambiental





Cuadro 1. Evolución del concepto de desarrollo sustentable: Breve repaso histórico. 





Conferencia de la Biósfera (París, 1968)


 “El hombre actualmente tiene la capacidad y responsabilidad de determinar y guiar el futuro del medio ambiente, como iniciar las acciones correctivas a nivel nacional o internacional que correspondan. El pasado deberá ser dejado de largo sería y decididamente…”





 Conferencia de UN en Estocolmo (1972): Declaración sobre el medio humano: 


…el hombre es obra y artífice del medio que lo rodea el cual le da el sustento material y le brinda la oportunidad de desarrollarse intelectual, moral, social y espiritualmente…


se planteo la antítesis del desarrollo vs. la preservación ambiental y se propuso la necesidad del “Ecodesarrollo”. 


Conceptualmente, el ambiente fue considerado abarcando el ambiente natural y la relación humana con el mismo.   


Se creó en PNUMA. 





Informe Meadows o Los Límites del crecimiento (1972): documento del Club de Roma que, en base  propone el Crecimiento Cero. 





 La respuesta al Informe Meadows la hizo la Fundación Bariloche a través de ¿Catástrofe o nueva realidad? – Modelo Mundial Latinoamericano (1977). El acento no es puesto obre la disponibilidad de recursos naturales sino por la satisfacción de las necesidades humanas. 





La Estrategia Mundial de la Conservación  (IUCN, PNUMA y WWF; 1980) pone el acento en la interdependencia del desarrollo y la conservación de los recursos biológicos, y en la necesidad de una El 





Carta Mundial de la Naturaleza (NU, 1982) se refiere, sin nombrarlo en forma explícita, al concepto de desarrollo sustentable. 





Informe Brundtland  “Nuestro Futuro Común”  (1987), expresa: 


Los límites del desarrollo dependen del nivel tecnológico, de organización social y de la capacidad de carga de la biosfera. 


 Es necesario reencaminar las cuestiones críticas del medio ambiente y el desarrollo y formular propuestas realistas para encararlas. 


Deben olvidarse “las viejas nociones de mundos separados en este planeta único”.


Nueva ética en cuanto las relaciones de los seres humanos entre sí y entre estos y la naturaleza. 


La población, el suministro de alimentos, la extinción de especies y de los recursos genéticos, la cuestión de la energía, de la industria y de los asentamientos humanos, son factores interrelacionados y no pueden ser tratados aislados unos de los otros.





 











Figura 2. Esquema de la relación de las acciones humanas con el medio 
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Figura 3. Modelo de SGA de acuerdo con el método PHVA.


Fuente: Modificado de IRAM-ISO 14001











Cuadro 2. La Serie IRAM-ISO 14.000





La Serie IRAM-ISO 14.000 referidas a gestión ambiental presenta distintas normas entre las cuales debemos destacar las siguientes: 


ISO 14001 – “Sistemas de gestión ambiental – requisitos con orientación para su uso”. Es la única Norma de la Serie 14.000 que es certificable. 


ISO 14004 – “Sistemas de gestión ambiental – directrices generales sobre principios, sistemas y técnicas de apoyo”. 


ISO 14020 – “Etiquetas y declaraciones ambientales – principios generales”.


ISO 14.021 – “Etiquetas y declaraciones ambientales – autodeclaraciones ambientales (etiquetado ambiental tipo II)”.


ISO 14.024 – “Etiquetas y declaraciones ambientales – etiquetado ambiental tipo I principios y procedimientos”. 


ISO 14.031 – “Gestión ambiental – evaluación del desempeño ambiental. Directrices”.


ISO 14.040 – Gestión ambiental – análisis del ciclo de vida. Principios y marco.”


ISO 14.041 – “Gestión ambiental – análisis del ciclo de vida. Definición de la meta y el alcance y análisis del inventario”.


ISO 14.042 – “Gestión ambiental – análisis del ciclo de vida. Evaluación del impacto del ciclo de vida”.


ISO 14.043 – “Gestión ambiental – análisis del ciclo de vida. Interpretación del ciclo de vida”.


ISO 14.050 – “Gestión ambiental – vocabulario”.


ISO 64 – “Guía para la inclusión de aspectos ambientales en normas de productos”.


La IRAM-ISO14001 es la única Norma de requisitos de la Serie 14.000. Establece las exigencias de los requisitos que la organización debe cumplir en relación con sus productos y con los procesos o sistemas implementados, y permite la auto-evaluación y la certificación de su SGA. 


Las otras Normas de la Serie se refieren a principios, herramientas y técnicas de apoyo para el desarrollo, la implementación o la mejora de un SGA. Pueden considerarse como estándar de buenas prácticas. En este contexto La 14004 “proporciona orientación a las organizaciones sobre como desarrollar, implementar, mantener o mejorar un sistema de gestión ambiental”.





Cuadro 3. Secuencia de identificación de aspectos ambientales








Identificar actividades, productos y servicios


�


Identificar los aspectos ambientales 


�


Identificar los impactos actuales o potenciales


�


Evaluar los impactos que más afectan el ambiente


�


Identificar como  críticos los aspectos que los originan





Fuente: Frey, 2007




















Descripción 





Negativo/Positivo


Directo/Indirecto


Grado de incidencia de la acción 


Influencia del Impacto sobre entorno


Tiempo entre la acción y manifestación de los efectos


Posibilidad de retorno a situación inicial 











Caracterización 





Signo


Efecto


Intensidad


Extensión


Momento


Reversibilidad








Cuadro 4. Categorías y tipos de impacto 





Fuente: Leciñana, 2008





Cuándo y cuánto





Meta





Qué





Objetivo 





Cómo





Programa 





Figura 4. Relaciones entre objetivos, metas y programas
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Figura 5. Documentación convencional del SGA





Fuente: Frey, 2007








�  Esta discusión está siendo, en la actualidad, impulsada por algunos sectores, en particular la postura neomaltusiana. 


�  El Anexo A  de la IRAM-ISO 14001 (Anexo cuyas especificaciones no forman parte de los Requisitos) se refiere en A.1 a cuestiones relacionadas con este análisis.  


� Las referencia a la prevención de los efectos e impactos sobre la flora, la fauna y los recursos naturales  regulados por diferentes leyes son, en las ISO 14001 y 14004, contados. En general se reducen a los aspectos relacionados con los impactos debidos a la contaminación. Por extensión, en el marco de la política ambiental y del establecimiento, mantenimiento y seguimiento del SGA, y en acuerdo a las características de sus actividades y de sus efectos sobre el ambiente, las organizaciones deberían considerar, también, la prevención de efectos ambientales otros que los derivados de la contaminación. 
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